ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

RADICADO: 66001 31 87 001 2019 00035 02
ACCIONANTE: CARLOS ANDRES ARIAS GIRALDO Y OTROS 
ACCIONADO: INPEC Y OTROS

ASUNTO: CONFIRMA PARCIALMENTE DECISIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DIGNIDAD HUMANA / PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD / CONSERVAN SU CALIDAD DE SUJETOS ACTIVOS DE DERECHOS FUNDAMENTALES COMO LA VIDA, LA SALUD, ETC. / RECLUSIÒN DE LUGARES QUE GARANTICEN DICHOS DERECHOS / LEGITIMACIÓN DE LOS DEFENSORES DEL PUEBLO PARA ACTUAR COMO AGENTES OFICIOSOS.
En lo que respecta a la legitimidad e interés para actuar dentro de la presente tutela, debe tenerse en cuenta que el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 señala que: “La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

“…También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.” (…)
En lo tocante al derecho a la dignidad humana, la Sala considera que cualquier persona está legitimada para exigir de la autoridad el cumplimiento de las obligaciones del Estado en relación con las personas privadas de la libertad, sujetos de especial protección constitucional, la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda está legitimada para haber interpuesto la presente acción de tutela y la  razón principal para convalidar la legitimación por activa consiste en que, como lo ha reconocido la jurisprudencia de la Corte Constitucional, “la valoración del juez de tutela debe ser más comprensible y flexible cuando la legitimación por activa se examina en cabeza de un ciudadano que, por regla general, tiene suspendidos sus derechos fundamentales de libertad o locomoción…”.
Por lo anterior, esta Sala concluye que los abogados Andrés Mauricio Agudelo Gómez, Alejandro Sánchez Arias, Margarita María Serna Álzate y Miguel Ángel Urrea Soto estaban legitimados para actuar como agentes oficiosos de antes mencionados y en tal sentido, no era necesario que hubiera presentado el poder por parte de los agenciados. (…)
… de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte al declarar el estado de cosas inconstitucional en el sistema penitenciario y carcelario en la sentencia T-388 de 2013, razonó esta Corte: “Las personas privadas de la libertad enfrentan una tensión sobre sus derechos, dada la doble condición que tienen. Son acusados de ser criminales, o han sido condenados por serlo, y en tal medida, se justifica la limitación de sus derechos fundamentales, comenzando por la libertad. Sin embargo, teniendo en cuenta, a la vez la relación de sujeción en que se encuentran las personas privadas de la libertad, surgen razones y motivos para que se les protejan especialmente sus derechos. (…)
El hecho de que los agenciados estén soportando una medida que restringe su libertad por cuanto son investigados penalmente o sean procesados en razón de su comportamiento ilícito, tal sometimiento a la justicia no les quita su calidad de sujetos activos de derechos, pues si bien es cierto algunas de sus garantías deben ser limitadas o suspendidas, también lo es que gozan del ejercicio de presupuestos fundamentales básicos en forma plena, como la vida, la salud, la integridad física y la dignidad humana.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintisiete (27) de noviembre  de dos mil diecinueve (2019)

Aprobado por Acta No.1080
Hora: 3:50 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
 


Luego de que esta Sala decretara la nulidad de lo actuado mediante auto del 13 de septiembre de 2019
, se procede a resolver las impugnaciones presentadas por el Municipio de Pereira, Secretaría de Gobierno del Municipio de  Dosquebradas,  Policía Metropolitana de Pereira y la Dirección Nacional del Instituto Nacional Penitenciario INPEC frente al fallo de tutela emitido el 26 de julio de 2019 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el cual acumuló las acciones de tutela interpuestas por la Defensora del Pueblo Regional Risaralda, Dra. Elsa Gladys Cifuentes Aranzazu, quien concedió poder  a los siguientes Defensores Públicos para que instauraran la presente demanda de amparo como agentes oficiosos de las personas que a continuación se relacionan:

Dr. ANDRÉS MAURICIO AGUDELO GÓMEZ, quien actuó en calidad de agente oficioso de los siguientes detenidos en la Unidad Permanente de Protección a la Vida de Pereira UPPV-: CARLOS ANDRES ARIAS GIRALDO, JOSE ALDEMAR QUINTERO LONDOÑO, VICTOR ALFONSO LARGO PEREZ, LEONIDAS DE JESUS ABARES VALDES, YOR SEBASTIAN ZAPATA CORTES, JHON FREDY CORTES GOMEZ, JULIO CESAR OCAMPO, MARIO LOPEZ HOYOS, SEBASTIAN MEDINA QUINTERO, JAIME ARTURO ESPINOSA,  ANTONIO VICENTE BEJARANO, JONATAN STIVEN CARDONA REYES, EDUARD FARID MANRIQUE GOMEZ, JOSE ANGEL FERNANDEZ QUICENO, BRAYAN STIVEN SERNA, JORGE GARCIA OSPINA, RUBELIO ALBERTO RAMIREZ MARTINEZ, JHONS ANDRES MONTENEGRO GARCIA, JUAN CARLOS RONCANCIO MORALES, RAUL SOLARTE CELIS, CRISTIAN DAVID ARANGO TANGARIFE, LUIS BERNARDO SIERRA SAAVEDRA, DEIBER GIOVANY SALAZAR TAMAYO, JOSE MAURICIO MARIN OSPINA, JHON ARLEY RESTREPO PANESO, HERNAN ANTONIO SANCHEZ SANCHEZ, JHON ALEXANDER HENAO RAMOS, MUCHAEL ANGELO TASCON GOMEZ, NILSON ALEJANDRO DIAZ VALENCA, JORGE MARIO CASTAÑO VELEZ, JHON ALEXANDER MONCADA CASTILLO, MIGUEL ANGEL CHAUX  FLOR, BLADIMIR GONZALEZ YAGARI, JOSE ALEXANDER GOMEZ VILLA, JHON FABER VERGARA MANRIQUE, JOSE ROBINSON LONDOÑO y JUAN DAVID TAFUR MARIN.  

Dr. ALEJANDRO SÁNCHEZ ARIAS, actuó en calidad de agente oficioso de las siguientes personas detenidas en el Comando de la Policía Metropolitana de Pereira- MEPER: JUAN ESTEBAN CARDONA PATIÑO, FREDY BILIAN GALVES MARTINEZ, WILDER FABIAN OSPINA CARDONA, WILDERMAN CARDONA TANGARIFE, JOSE MIGUEL HERRERA OTALVARO, JUAN DANIEL MEDINA VERU, JUAN DANIEL CASTAÑO ARENAS, STIDUAR ALEJANDRO PATIÑO LOPEZ y JOIAN ARBOLEDA MORALES. 
Dra. MARGARITA MARÍA SERNA ÁLZATE, actuó en calidad de agente oficiosa de los siguientes detenidos en el Comando de la Policía Metropolitana de Pereira MEPER: CRISTIAN DAVID OSORIO GONZALEZ, CAMILO EDUARDO BETANCUR CANO, BRESMAN STIVEN GOMEZ RENDON, JORGE MARIO PIMIENTA DIAZ, DARWIN ACEVEDO OCAMPO, LUIS ALBERTO VILLOTA RODRIGUEZ, JOVANY MAURICIO GOMEZ CASTAÑO, JOSE MAURICIO MARIN OSPINA, JON JAIRO PATIÑO GONZALEZ y CRISTIAN ANDRES LOPEZ PEREZ.

Dr. MIGUEL ÁNGEL URREA SOTO, actuó en calidad de agente oficioso de los siguientes detenidos en la estación de la Policía Nacional de Dosquebradas:  JHON ALEXIS SOTO, BRAYAN STIVEN RESTREPO MARIN, GUSTAVO ADOLFO PAJA LEMUS, JOANI ANDRES GARCIA RIVERA, JORGE ARMANDO GIRALDO DE JANON, JESUS ARNOBIS VARGAS HERNAÑDEZ, CARLOS ALBERTO RENDON LOAIZA, EDIER DUVAN GARCIA CORREA, JHON JAIRO GAÑAN BUENO, WILLIAM DAVID CASTILLO CRUZ, JUAN DAVID IDARRAGA CORREA, JOSE ORLANDO CARDONA RAMIREZ, BRAYAN ROMERO ZAMBRANO, JHOAN ANDRES LOPEZ GOMEZ, HECTOR FABIO HEWIT SALAZAR, JOSE EUCLIDES MARTINEZ SOTO, CARLOS HERNANDO RENDON OSPINA y WILFREDO GAVIRIA MARIN.
Entidades demandadas: DIRECCION GENERAL - INPEC con sede en Bogotá; DIRECCIÓN REGIONAL DEL INPEC VIEJO CALDAS; DIRECCION GENERAL DE LA POLICIA NACIONAL (Comando de Pereira y la Estación de Policía de Dosquebradas); ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO DE PEREIRA; LA  FIDUPREVISORA S.A.; UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS –USPEC; MUNICIPIO DE PEREIRA; DEPARTAMENTO DE RISARALDA; MUNICIPIO DE DOSQUEBRADAS; MINISTERIO DE DEFENSA; MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO y MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO.
Entidades vinculadas: FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, DIRECCIÓN SECCIONAL DE LA RAMA JUDICIAL, DEFENSORÍA DEL PUEBLO NIVEL CENTRAL Y LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA Y EL MUNICIPIO DE SANTA ROSA DE CABAL.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
 

2.1. Informaron cada uno de los abogados de la Defensoría del Pueblo Risaralda que los ciudadanos de los cuales se encuentran agenciando sus derechos, se encuentran privados de la libertad en las estaciones de la Policía Nacional de Dosquebradas, el Comando de la Policía Metropolitana de Pereira y en la UPPV de Pereira, unos por la imposición de medidas de aseguramiento de detención preventiva y otros por condenas en diferentes procesos penales.

2.2. En lo que respecta a la estación de la Policía Nacional con sede en el municipio de Dosquebradas, esta no cuenta con las condiciones físicas y sanitarias para la estadía de las personas allí detenidas; además, del hacinamiento en que se encuentra dicho lugar, en el que se están “albergando” un total de 43 ciudadanos privados de la libertad, sin contar con baterías sanitarias adecuadas, lo cual lo ha obligado a usar una botella y un porrón de agua para hacer sus necesidades.

2.3. El Comando de la Policía Metropolitana de Pereira MEPER se encuentra con un porcentaje de 343% de hacinamiento y su Comandante manifestó que ese espacio no es adecuado para recibir visitas conyugales, no cuenta con la infraestructura y el personal requerido para atender las condiciones mínimas de vida que deben garantizarse como alimentación, salud, seguridad interna y demás visitas, por lo que no tiene las condiciones físicas ni sanitarias para la estadía permanente de los internos.

2.4.  En cuanto a la capacidad física de la UPPV, está establecida para mantener 130 detenidos y actualmente hay 241, distribuidos en 6 aulas, las cuales están dotadas de 2 baterías sanitarias, una ducha y un patio para los reclusos, contando con solo dos unidades de custodia, estando en riesgo de amotinamiento y fuga, sumado al hacinamiento que se vive en este sitio.

2.5.  Los apoderados judiciales fueron contestes en afirmar que la grave   condición de los sindicados y condenados es responsabilidad del INPEC y no de la Policía Nacional, por lo que en varias ocasiones ha solicitado al INPEC el traslado de los agenciados  a los establecimientos penitenciarios y carcelarios sin lograr una respuesta positiva.
2.6. PRETENSIONES:

2.6.1.  El Dr. ANDRES MAURICIO AGUDELO GOMEZ, solicitó para cada uno de sus representados que se encuentran detenidos en la UPPV, lo siguiente: i) tutelar los derechos fundamentales a la vida, integridad personal, dignidad humana,  resocialización, descanso, salud, unidad familiar, no ser sometidos a tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes; ii) ordenar al INPEC en sus Direcciones Nacional y Viejo Caldas, al EPMSC de Pereira, al Ministerio de Defensa – Policía Nacional, al Municipio de Pereira, a la Unidad Permanente de Protección de Vida y la Fiduprevisora S.A. que en el término de 15 días a partir de la notificación de la sentencia, procedieran a realizar todas las gestiones administrativas tendientes a celebrar un convenio con el objeto de realizar la reubicación gradual de las personas privadas de la libertad que se encuentran en la UPPV de Pereira en los establecimientos penitenciarios y carcelarios que se encuentren en el departamento de Risaralda y así procedieran al traslado de sus agenciados al EPMSC de Pereira o en su  defecto, al centro carcelario que garantice su derecho a la unidad familiar y se le garanticen todos los servicios de atención dentro de su período de reclusión  y iii) ordenar al INPEC Regional Risaralda que en el término de 3 meses a partir de la notificación  de esta providencia, procediera a trasladar a las personas privadas de la libertad en la UPPV, cuya custodia esté en titularidad del INPEC a establecimientos penitenciarios y carcelarios del Municipio de Pereira y el Departamento de Risaralda o de los municipios ubicados en departamentos aledaños, para lo cual deberán atender en cuenta las reglas de equilibrio y equilibrio decreciente señaladas en la Sentencia T-388 de 2013.

2.6.2.  Dr. ALEJANDRO SÁNCHEZ ARIAS, solicitó para cada uno de sus representados que se encuentran detenidos en el Comando de la Policía Metropolitana de Pereira- MEPER, lo siguiente:  i)  tutelar los derechos fundamentales, entre ellos a la dignidad humana, por encontrarse privados de la libertad en dicho comando; ii) ordenar al INPEC Dirección Nacional y Viejo Caldas, al EPMSC de Pereira,  a la Gobernación de Risaralda, que procedieran a trasladar a sus agenciados al EPMSC de Pereira  o al centro carcelario que garantizara la debida detención en condiciones acordes y iii) que el INPEC Direcciones Nacional y Regional Viejo Caldas, y el EMPSC de Pereira garanticen el derecho a la unidad familiar de la persona privada de la libertad.

2.6.3.  Dra. MARGARITA MARÍA SERNA ÁLZATE, solicitó para cada uno de sus representados que se encuentran detenidos en el Comando de la Policía Metropolitana de Pereira MEPER, lo siguiente: i) tutelar los derechos fundamentales vulnerados, entre ellos, el de la dignidad humana y que se encuentran afectados por encontrarse confinados en dicho lugar; ii) ordenar a las entidades accionadas realizar todas las gestiones administrativas tendientes a trasladar a los agenciados al establecimiento penitenciario y carcelario que garantice su debida detención en condiciones acordes; iii) que se garantice por parte del INPEC Dirección Nacional y Regional Viejo Caldas, el EPMSC de Pereira el derecho a la unidad familiar de la persona privada de la libertad y iv) que las entidades accionadas garanticen a los privados de la libertad la atención en salud y se realicen las gestiones administrativas con el ente territorial para la atención de los sindicados. 
2.6.4. Dr. MIGUEL ÁNGEL URREA SOTO, solicitó para cada uno de sus representados que se encuentran detenidos en la Policía Nacional de Dosquebradas, lo siguiente: i) tutelar los derechos fundamentales vulnerados, entre ellos, la dignidad humana que como personas privadas de la libertad tienen los agenciados, y que se ve afectada por encontrarse recluidos en la Estación de Policía de Dosquebradas, ii)  ordenar INPEC Dirección Nacional y Regional Viejo Caldas, el EPMSC de Pereira, al Municipio de Dosquebradas y a la Gobernación de Risaralda que procedan a realizar las gestiones administrativas tendientes a trasladar a los agenciados al EMPSC de Pereira o en su defecto, al centro carcelario que garantice su debida detención en condiciones acorde; iii) que el INPEC Direcciones Nacional y Regional Viejo Caldas, y el EMPSC de Pereira garanticen el derecho a la unidad familiar de la persona privada de la libertad y iv) que el INPEC garantice a los privados de la libertad la atención en salud y se realicen las gestiones administrativas con el ente territorial para la atención de los sindicados.

2.7.  PRUEBAS: Copias de los poderes otorgados por la Defensora del Pueblo de Risaralda a los Defensores Públicos Dr. ANDRES MAURICIO AGUDELO GOMEZ, Dr. ALEJANDRO SÁNCHEZ ARIAS, Dra. MARGARITA MARÍA SERNA ÁLZATE y Dr. MIGUEL ÁNGEL URREA SOTO, quienes allegaron con cada escrito introductorio de las demandas de tutela, copias de las fotografías tomadas a los lugares donde se encuentran confinados los agenciados. 

3. RESUMEN DE LAS RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA
 3.1. DIRECCION REGIONAL DEL INPEC VIEJO CALDAS
Consideró que corresponde a los departamentos, municipios, áreas metropolitanas la creación, fusión, supresión, dirección y organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las cárceles de las personas detenidas preventivamente y condenadas.

Explicó que al INPEC le fue trasladada la obligación de las personas sindicadas a cargo de los entes territoriales y desde 2016 han trasladado a los penales de Santa Rosa de Cabal y Pereira alrededor de 1370 personas, situación que no ha permitido cumplir misión de esa institución, presentándose un estado de cosas inconstitucional por hacinamiento en las diferentes cárceles.  De Igual manera, informó, que se debe tener en cuenta las innumerables acciones de tutela que han ordenado el cierre de las cárceles para recibir internos, detenidos de las estaciones de policía, CAI y SIJIN, lo que ha causado un alto porcentaje de hacinamiento situación que es de competencia de los entes territoriales y no del INPEC.
Consideró que es tarea de los entes territoriales la creación de cárceles y pabellones para personas detenidas preventivamente, pero como esto no se cumple, le trasladarían esta responsabilidad al INPEC.

Argumentó que por el aumento en la comisión de delitos en el país, al INPEC le queda imposible cumplir las numerosas tutelas que obligan a recibir detenidos.  Además, indicó que le corresponde a la USPEC adecuar y reparar las instalaciones de los establecimientos penitenciarios.

Solicitó su desvinculación de la presente acción constitucional, por la falta de legitimación en la causa por pasiva.

3.2. DEPARTAMENTO DE RISARALDA

Manifestó que no está en la ley, ni en la Constitución Política, ni en las normas Departamentales la potestad de construcción, administración, custodia ni  la seguridad de las cárceles y las personas detenidas preventivamente o condenados, ni mucho menos del traslado de  interno a otro centro penitenciario, indicando que la detención preventiva de un sindicado en una estación de policía solo está permitida hasta 36 horas, luego de las cuales debe ser trasladado a un penal.

Alegó la falta de legitimación en la causa por pasiva y solicito ser desvinculada de la presente acción.

3.3 MUNICIPIO DE PEREIRA - SECRETARIA DE GOBIERNO

Indicó que dentro de su obligación legal está la de implementar los centros de arraigo transitorio, solo que el existente puede albergar 130 personas, teniendo una sobre población de 246 y debido a la comisión de delitos, que  cada vez es mayor, pues la policía no puede dejar de capturar los delincuentes y los retrasos en los procesos penales, hace que el hacinamiento sea cada vez mayor.  De tal manera, que el problema es de carácter estructural a nivel nacional y en lo que ha sido posible, presupuestalmente hablando, la alcaldía municipal ha cumplido su deber.

Puso en conocimiento que frente a los derechos reclamados en la presente acción constitucional, existe similitud de hechos y pretensiones en la sentencia de tutela No.056 del 17 de marzo de 2014 proferida por el Juzgado 6o Civil Municipal de la ciudad, la cual fue objeto de apelación y confirmada en segunda instancia.

Se opuso a las pretensiones de la acción de tutela y consideró que existe cosa juzgada, por lo que no se puede revivir la misma situación, a sabiendas de operar otros mecanismos con el incidente por desacato, por lo que solicita se declare la improcedencia de la acción de conformidad a los lineamientos expresados en la sentencia T-280 de 2017.

Propuso como excepciones la falta de legitimación en la causa por pasiva, la falta de integración del contradictorio en la causa por pasiva, la cosa juzgada, la improcedencia por principio de subsidiariedad y por ende, solicitó no imponer obligación a esa entidad territorial.

3.4. LA  FIDUPREVISORA S.A.
Alegó la falta de legitimación en la causa por pasiva habida cuenta que la función de trasladar los detenidos desde las estaciones de policía a los establecimientos penitenciarios y carcelarios corresponde al INPEC, ello de conformidad a lo establecido en el artículo 73 de la Ley 65 de 1993.  Por lo tanto, solicitó desvincular a esa entidad del presente asunto y requerir al INPEC para que realice el traslado de los detenidos hasta los centros de reclusión.

3.5 DIRECTOR DEL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO DE PEREIRA
Manifestó que el penal presenta un hacinamiento del 86% y por dicha situación hay personas que duermen en los baños, se tienen 21 casos de tuberculosis y a diario se atienden en sanidad diversos cuadros virales.

Indicó que no existe constancia de la prohibición de ingreso de los afectados al penal, solo que no podrán ser recibidos hasta que no se tenga nuevos cupos que así lo permitan, otorgando en todo caso prelación a las personas condenadas con sentencia debidamente ejecutoriada.

Explicó que en los términos del artículo 17 de la Ley 65 de 1993, los entes territoriales tienen unas obligaciones y por ello a la Procuraduría General de la Nación inició investigación a varios alcaldes por la presunta negligencia ante el hacinamiento carcelario, entre ellos el de Pereira. 

Citó la regla del equilibro decreciente que consiste en que las autoridades competentes solo podrán autorizar el ingreso de personas a los establecimiento penitenciarios solo si el número de personas que ingresan es igual o inferior al número de personas que salen del penal.

Solicitó declarar la improcedencia de la acción  constitucional.

3.6. MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO
Consideró que corresponde a la Alcaldía de Pereira, la Gobernación de Risaralda, la UPPV y el INPEC atender las pretensiones de los accionantes; lo anterior, en el entendido de que son los entes territoriales los que deben destinar el presupuesto para atender a todo nivel la población sindicada que se encuentre recluida en las estaciones de policía en las URI, cárceles municipales y departamentales y al INPEC le corresponde hacerse cargo de la población condenada.

Solicitó declarar la falta de legitimación en la causa por pasiva como quiera no son competentes para atender las solicitudes de los accionantes.

3.7. DIRECCION GENERAL DEL INPEC 
Informó que no es competencia funcional ordenar el traslado de los detenidos al penal, así como tampoco tiene autoridad alguna sobre las estaciones de la Policía Nacional, URI o CAI de policía.  De tal manera, que es la Policía Nacional la que debe trasladar a los privados de la libertad que se encuentren dentro de cada estación de policía.
Aclaró que en caso que la permanecía del detenido en la estación de policía sea debido al hacinamiento del establecimiento carcelario, la competencia recae en el Director Regional del INPEC, quien en uso de sus competencias le debe asignar otro establecimiento de reclusión.

Solicitó desvincular la entidad y negar las pretensiones de los accionantes frente a la entidad.

3.8. MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO 
Consideró que no es el llamado a trasladar las personas detenidas al establecimiento penitenciario y carcelario de Pereira, por lo tanto, existe falta de legitimación en la causa por pasiva en la presente acción de tutela.

Atribuyó al INPEC la ejecución de la pena y las medidas de aseguramiento privativas de la libertad; no obstante, le corresponde a los entes territoriales, en coordinación con el INPEC, realizar las funciones que fueron creadas para lograr fin en el orden territorial.

Solicitó declarar la falta de legitimación en la causa por pasiva.

3.9. UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS USPEC

Manifestó que carece de competencia para trasladar y asignar cupos en a los establecimientos carcelarios de las personas sindicadas que están detenidos en estaciones de policías, y que acorde con el artículo 17 de la Ley 65 de 1993, corresponde a los departamentos, municipios, áreas metropolitanas y al distrito capital de Bogotá D.C., la creación, fusión y supresión, dirección, organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las cárceles para las personas detenidas preventivamente y condenadas por contravenciones.

Informó que corresponde al INPEC el traslado de los detenidos y solicita sea desvinculada de la presente acción constitucional.

3.10 MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PÚBLICO

Se opuso a las pretensiones de los accionantes teniendo en cuenta que ese Ministerio dentro de su marco misional establecido en el Decreto 4712 del 15 de diciembre de 2008, no se encuentra ninguna competencia o función relacionada con adelantar trámites administrativos correspondientes para el traslado de personas privadas de la libertad en condición de condenados a los establecimientos penitenciarios y carcelarios. Por lo tanto, no procede el amparo las acciones constitucionales elevadas frente a esa dependencia.
Explicó que es el INPEC el competente de ejercer la vigilancia, custodia y tratamiento de las personas privadas de la libertad, así como ordenar los respectivos traslados de las personas que tienen la calidad de condenados de los comandos de policía a los establecimientos penitenciarios y carcelarios donde deben cumplir la condena.

Indicó que ese Ministerio es el encargado de la distribución del presupuesto a los demás ministerios y a los establecimientos públicos como el INPEC, sin que corresponda ejecutar el presupuesto asignado a las entidades.  Así mismo, resaltó que dentro del marco normativo corresponde a la USPEC atender las órdenes relacionadas con el mejoramiento y adecuación de la infraestructura de los centros carcelarios, haciendo referencia a los presupuestos asignados desde el año 2015 al 2019.

Solicitó declarar la improcedencia de la acción de tutela.

3.12 POLICIA NACIONAL METROPOLITANA DE PEREIRA - MEPER
Manifestó que dentro de sus labores y misión no está la ejecución de las sentencias penales ni la aplicación de las medidas de aseguramiento fijadas en el Código Penal y el Código de Procedimiento Penal a los condenados y detenidos preventivamente. 
Refirió que la entidad no tiene competencias en materia penitenciaria y carcelaria pero debido al hacinamiento de los centros; esa institución no ha sido ajena a la crisis presentada por el sistema penitenciario y carcelario, por lo que tuvo la necesidad inminente de atender temporalmente la población reclusa, por la obligación estatal ante la negativa de recibir personas condenadas o sindicadas por parte del INPEC, generándose deficiencias en la planta de personal, dado que se han desarticulado patrullas de los cuadrantes dejando a la comunidad en general desprotegida ante cualquier alteración del orden público.

Comunicó que en varias oportunidades ha solicitado al centro carcelario de la ciudad recibir los detenidos, pero se han negado, pese a que la Ley 65 de 1993  dispone que los detenidos deben estar bajo el amparo de las entidades territoriales, el INPEC y USPEC.

Solicitó que la acción constitucional no proceda en contra de la entidad.
3.13  La Fiscalía General de la Nación, Dirección Seccional de La Rama Judicial, el Consejo Superior de la Judicatura y el Municipio de Santa Rosa De Cabal, no se pronunciaron frente a la demanda de tutela

4.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 26 de julio de 2019, el Juzgado 1º  de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira resolvió lo siguiente  (Fls. 1-12 del cuaderno No.11):
“TUTELAR los derechos fundamentales a la Vida Digna, y los derechos de las personas privadas de la libertad en la estación de Policía de Dosquebradas, el Comando de Policía de Pereira y la UPVV de Pereira que prestaron esta acción de tutela.

SEGUNDO:  ORDENAR al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, al Comando de la Policía Metropolitana de Pereira, a la Unidad Permanente Para la Vida de Pereira y al Comandante de la Estación de Policía de Dosquebradas que, si aún no lo han hecho, en un término razonable que en ningún caso puede superar los doce (12) días contados a partir de la notificación de esta providencia, procedan a trasladar a las personas sindicadas y condenadas que presentaron esta acción constitucional de tutela y que lleven más de 36 horas en esos sitios de reclusión, a los establecimientos de reclusión del orden nacional o distrital en los que, en condiciones dignas y de acuerdo con la Constitución y la ley, deben permanecer hasta que la autoridad judicial competente ordene su libertad, éste proceso de traslado de los internos debe tener en cuenta la regla de equilibrio decreciente fijada para el ingreso de internos a los establecimientos carcelarios, impuesta en la sentencia T-388 de 2013, de modo que no genere una situación de hacinamiento en los establecimientos carcelarios y penitenciarios receptores. 
TERCERO:  ORDENAR a la USPEC, al INPEC y a la Alcaldías de Pereira, Dosquebradas y Santa Rosa de Cabal, que dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la notificación del fallo de tutela, busquen y acondicionen un inmueble que cumpla con las “condiciones” (sic) mínimas de subsistencia digna y humana, para la reclusión transitoria de los internos en cada municipio que, a pesar de habérsele resuelto su situación con medida de aseguramiento de detención intramural o estar cumpliendo una condena, pasadas 36 horas luego de su ingreso a los establecimientos de detención transitoria, no puedan ser trasladados de inmediato a la Cárcel Distrital de Varones u otro establecimiento carcelario o penitenciario a cargo del INPEC donde cumplan la medida de aseguramiento, o la pena. También deberán definir la contribución económica de los entes territoriales en la ejecución del proyecto.

ADVERTIR al INPEC que debe cumplir su obligación de recibir en custodia a las personas privadas de la libertad por medida de aseguramiento o condena, so pena de las sanciones contempladas en el Decreto 2591 de 1991 para el desacato.(…)”
La Dirección General del INPEC, la Dirección Regional del INPEC Viejo Caldas; Dirección General de la Policía Nacional (Comando de Pereira y la Estación de Policía de Dosquebradas), el Establecimiento Penitenciario Y Carcelario de Pereira, la Fiduprevisora S.A., la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios –USPEC, el Municipio de Pereira, el Departamento de Risaralda, el Municipio de Dosquebradas, el Ministerio de Defensa, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y Ministerio de Justicia y del Derecho  fueron notificados del anterior fallo el 29 de julio de 2019 mediante correo electrónico (Fls.  13-17).
A raíz de lo resuelto por esta Corporación en el auto del 13 de septiembre de 2019, en el que dispuso: “DECLARAR LA NULIDAD de lo actuado dentro de este trámite de tutela adelantado por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad a partir del fallo emitido el 26 de julio de  2019 a efectos de que se proceda a notificar dicha decisión en debida forma a la FISCALÍA GENRAL DE LA NACIÒN, LA DIRECCIÓN SECCIONAL DE LA RAMA JUDICIAL DE PEREIRA, LA PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN y EL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA , las cuales fueron vinculadas a la Litis, conforme a lo argumentado esta providencia.” (Fls. 177-185 cuaderno No.11), el A quo notificó el fallo a dichas entidades el 3 de octubre de 2019 (Fls. 199a, 199b y 199c, cuaderno No.11).  

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN 
Las siguientes entidades impugnaron la sentencia de tutela de primer grado   dentro del término legal, toda vez que allegaron los escritos respectivos al juzgado fallador el 1º de agosto de 2019:  
5.1. MUNICIPIO DE PEREIRA 

Explicó que la UPPV como centro de albergue tiene también la obligación de recibir a las personas afectadas con medidas de aseguramiento privativas de la libertad, sean sindicadas, imputadas o acusadas.

Aclaró que la única entidad que ha cumplido con la implementación de centros de arraigo es el Municipio de Pereira, si se tiene en cuenta que la UPPV ha contado con exclusas, dos baños y ducha por cada aula, “íntimas” con su plancha y baño, la alimentación siempre ha sido garantizada, cuenta con un salón de estudio y patio amplios, hay médico interno, trabajadores sociales, y se realizaron jornadas de salud y odontológicas.

Insistió que con respecto al hacinamiento y a los derechos pretendidos, ya existen varias sentencias de tutela, por lo que consideró que hay cosa juzgada. Además, de los incidentes de desacato promovidos por la Defensoría del Pueblo ante lo resuelto por el Juzgado 6º Civil Municipal de Pereira.  Lo anterior, aunado a que el Tribunal Administrativo de Risaralda ya emitió una sentencia a raíz de una acción popular promovida por la Defensoría del Pueblo.  De tal manera, que lo decidido por el Juzgado 1º de Ejecución  de Penas y Medidas de Seguridad en el numeral 3º de la sentencia del 26 de julio de 2019, atenta en contra de la seguridad jurídica por haber hecho tránsito a cosa juzgada.

Solicitó que se revoque o modifique el fallo de primer grado o se declare improcedente el amparo invocado  por los accionantes en contra de la Alcaldía de Pereira (Fls. 46-50 cuaderno No.11).    Adjuntó copia de las demandas de amparo instauradas por la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, de los fallos de tutela y de la acción popular a las que hizo referencia (Fls. 51-140 ídem).

5.2.   SECRETARIA DE GOBIERNO DE DOSQUEBRADAS

Consideró que los programas sociales del Estado son de manejo exclusivo del Gobierno Central a través del Ministerio correspondiente y del INPEC, por lo que les está vedado a los entes territoriales intervenir en el desarrollo e implementación de tales proyectos.   Por lo tanto, es materialmente imposible para el Municipio de Dosquebradas acondicionar un inmueble que tenga los entornos de subsistencia digna, mínima y humana para la reclusión de los internos.  De tal manera, que nadie puede ser obligado a lo imposible, pues por competencia funcional no es fácil cumplir con la orden del juez constitucional la cual consideró es “compleja”, tal como la definió la Corte Constitucional en su jurisprudencia.  

Indicó que la condena en contra del Municipio de Dosquebradas  y demás entidades territoriales es inadecuada al haber concedido un plazo de cuatro (4) meses para adquirir, apropiar, disponer y adecuar un inmueble que sirva de reclusorio transitorio, por lo que se está obligando a lo imposible para acatar una orden tan compleja e irrealizable. 

Explicó lo relacionado al gasto público para concluir que el fallo judicial no puede tener el alcance o la interpretación de sustituir un presupuesto y menos el de reemplazar o modificar un plan de desarrollo, ya que la providencia que ordena la destinación  de recursos a un fin determinado, no puede ignorar el presupuesto existente.

En cuanto al tema de hacinamiento y a los derechos pretendidos en la presente acción ya hicieron tránsito a cosa juzgado, toda vez que existe similitud de partes, hechos y solicitudes, según sentencia del 17 de marzo de 2014 proferida por el Juzgado 6º Civil Municipal de Pereira y que fue confirmada el 2 de mayo de 2014 por el Juzgado 3º Civil del Circuito de esta capital, dentro de las cuales se han tramitado múltiples incidentes de desacato por hacinamiento formulados por la Defensoría del Pueblo de Risaralda y otros.  Por lo tanto, solicitó revocar la sentencia impugnada (Fls. 141-147 cuaderno No.11)
5.2. POLICÍA METROPOLITANA DE PEREIRA MEPER
Consideró que la sentencia de primer grado desbordó desde todo punto de vista del orden  misional, constitucional y legal conferido a la Policía Nacional. 

Explicó la situación particular del Comando de la Policía Metropolitana de Pereira y la Estación de Policía de Dosquebradas, para señalar que las salas de detenidos del comando de Policía Metropolitana de Pereira y Dosquebradas cumplen con una función transitoria de retención de personas capturadas, mientras que estas son dejadas a disposición de las autoridades judiciales competentes y se legaliza la privación de su libertad, por lo que dichas locaciones carecen de distribución física y logística para mantener a una persona privada de la libertad por largos períodos de tiempo y menos aún, para brindar garantías mínimas conforme a lo dispuesto por la ley y la jurisprudencia.
Se refirió que ante la negativa por parte del INPEC de recibir a las personas que por orden judicial deben permanecer privadas de la libertad, pese a que el Comando de Policía Metropolitano de Pereira ha sido reiterativo en las solicitudes de traslado de los imputados, con el fin de que se haga un análisis de la problemática de las personas que permanecen las instalaciones de la policía y así lograr el traslado inmediato a un centro de reclusión que garantice las condiciones mínimas de estas personas. 

Resaltó que la obligación de realizar los traslados de personal privado de la libertad a centros de reclusión del orden Nacional y Distrital, corresponde al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC), ello de conformidad a lo establecido en el artículo 73 de la ley 65 de 1993 “Código Penitenciario y Carcelario” reformado en algunos artículos por la ley 1709 de 2014. 
Consideró que tanto la Policía Metropolitana de  Pereira y la Estación de Policía de Dosquebradas no vulneraron derechos que refieren los actores, pues la entidad ha estado muy interesada en garantizar que las condiciones de los retenidos sean las adecuadas, dando el trámite respectivo y requiriendo insistentemente a las autoridades competentes el traslado inmediato de las personas privadas de la libertad a un centro de reclusión a cargo del INPEC que les otorgue las condiciones mínimas.
Solicitó realizar la revisión respetiva de la decisión judicial adoptada por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, se conceda la impugnación del fallo de tutela y se desvincule de la acción constitucional a la institución Policial ante la ausencia de responsabilidades de esa entidad en materia de traslado de internos (Fls. 151- 155 cuaderno No.11).
5.3 INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO (INPEC)

Argumentó que el juez que dictó la sentencia no tuvo en cuenta los argumentos legales, debido a que se le impuso al INPEC una carga la cual no le corresponde, siendo una función imposible de cumplir, toda vez que la misma recae sobre a Policía Nacional, la Estación de Policía de Santa Rosa y las Alcaldías de Pereira y de Dosquebradas por cuanto tienen la custodia y vigilancia de las personas que se encuentran allí y son quienes deben efectuar el traslado de los condenados al centro de reclusión del INPEC y por ello deben, asumir estas funciones.

Informó que al INPEC le corresponde recibir a los detenidos en el centro de reclusión que le asigne la Dirección Regional Viejo Caldas, siempre y cuando en los establecimientos de reclusión a los que sean llevados no tengan índices de hacinamiento.

Concluyó que el INPEC no tiene responsabilidad ni competencia legal para ordenar ni efectuar traslados de las URI ni de las estaciones de policía, ni tienen la función ni la obligación legal de vigilancia sobre detenidos, la cual recae en las estaciones de policía y la custodia y vigilancia del INPEC comienza a partir del momento que el detenido entra a un centro de reclusión de orden nacional a cargo de dicho instituto. 
Solicitó revocar o modificar los numerales segundo y tercero del fallo de tutela (Fls 157-159).
5.6. El Procurador 290 Judicial I Penal Delegado antes los Jueces 1º y 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad emitió un concepto sobre la presente demanda luego de proferido el fallo de tutela (Fls. 31-454 del cuaderno No.11).

5.7.  La USPEC impugnó mediante escrito del 5 de agosto de 2019, lo cual no se tendrá en cuenta por ser extemporánea (Fls.  165 y 166).

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA
6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.
6.2. En lo que respecta a la legitimidad e interés para actuar dentro de la presente tutela, debe tenerse en cuenta que el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 señala que: “La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.

También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”

6.3.  De acuerdo con la norma antes transcrita, la Corte Constitucional señaló que la Defensoría del Pueblo dentro del Estado social de derecho como órgano mediante el cual Colombia cumple sus obligaciones generales de naturaleza internacional de respeto, protección y garantía y en la Sentencia T-875 de 2008, dicha Corporación mencionó sobre el ejercicio de la acción de tutela a través del Defensor del Pueblo, así:

“El Estado colombiano ha ratificado múltiples instrumentos internacionales sobre derechos humanos
 con los cuales ha adquirido una serie de obligaciones generales cuyo incumplimiento ha generado en algunos casos responsabilidad internacional.
 

Dichas obligaciones generales se concretan en el “respeto, la protección y la garantía” que el Estado debe brindar a los derechos humanos de los habitantes del territorio nacional y que realiza a través de todos y cada uno de los órganos, entidades e incluso de los particulares
 que excepcionalmente ejercen autoridad.   De esta manera, el Estado requiere de una serie de entidades que no solo respeten sino que protejan los derechos humanos, previendo que en el evento que dichos organismos no actúen de esa manera, la persona afectada pueda activar un mecanismo (garantía) para reclamar de forma efectiva el respeto y la protección de sus derechos.

(…) Con esa orientación de efectividad, constitucionalmente (art. 282 C.P.) le fueron asignadas a la Defensoría del Pueblo funciones referentes a: 

“(…)  1. Orientar e instruir a los habitantes del territorio nacional y a los colombianos en el exterior en el ejercicio y defensa de sus derechos ante las autoridades competentes o entidades de carácter privado. 2. Divulgar los derechos humanos y recomendar las políticas para su enseñanza. 3. Invocar el derecho de Habeas Corpus e interponer las acciones de tutela, sin perjuicio del derecho que asiste a los interesados. 4. Organizar y dirigir la defensoría pública en los términos que señale la ley. 5. Interponer acciones populares en asuntos relacionados con su competencia.

(…”)  En este sentido, la Defensoría es una de las alternativas con que el Estado colombiano cumple con su compromiso internacional de brindar a los habitantes del territorio nacional protección para sus derechos humanos y legitima a dicho órgano para el ejercicio de las garantías previstas dentro del ordenamiento jurídico.  

La norma de rango estatutario que regla la acción de tutela establece, al referirse a la legitimidad e interés para ejercer la acción de tutela, que “También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”
 En el mismo sentido, se señala la posibilidad que éste tiene para impugnar el fallo
 y destinó el capítulo IV de ese ordenamiento
 para regular las funciones de la Defensoría del Pueblo respecto de la acción de tutela, prescribiendo en el artículo 46: “Legitimación. El Defensor del Pueblo podrá, sin perjuicio del derecho que asiste a los interesados, interponer la acción de tutela en nombre de cualquier persona que se lo solicite o que esté en situación de desamparo e indefensión.”  (Subrayas propias)
Lo primero que debe explicar esta Sala es que aun cuando en la foliatura no aparecen los poderes de los agenciados otorgados a abogados Andrés Mauricio Agudelo Gómez, Alejandro Sánchez Arias, Margarita María Serna Álzate y Miguel Ángel Urrea Soto, estos están legitimados para actuar como agente “oficioso” de los señores CARLOS ANDRES ARIAS, GIRALDO, JOSE ALDEMAR QUINTERO LONDOÑO, VICTOR ALFONSO LARGO PEREZ, LEONIDAS DE JESUS ABARES VALDES, YOR SEBASTIAN ZAPATA CORTES, JHON FREDY CORTES GOMEZ, JULIO CESAR OCAMPO, MARIO LOPEZ HOYOS. SEBASTIAN MEDINA QUINTERO, JAIME ARTURO ESPINOSA,  ANTONIO VICENTE BEJARANO, JONATAN STIVEN CARDONA REYES, EDUARD FARID MANRIQUE GOMEZ, JOSE ANGEL FERNANDEZ QUICENO, BRAYAN STIVEN. SERNA, JORGE GARCIA OSPINA, RUBELIO ALBERTO RAMIREZ MARTINEZ, JHONS ANDRES MONTENEGRO GARCIA, JUAN CARLOS RONCANCIO MORALES, RAUL SOLARTE CELIS, CRISTIAN DAVID ARANGO TANGARIFE, LUIS BERNARDO SIERRA SAAVEDRA, DEIBER GIOVANY SALAZAR TAMAYO, JOSE MAURICIO MARIN OSPINA, JHON ARLEY RESTREPO PANESO, HERNAN ANTONIO SANCHEZ SANCHEZ, JHON ALEXANDER HENAO RAMOS, MUCHAEL ANGELO TASCON GOMEZ, NILSON ALEJANDRO DIAZ VALENCA, JORGE MARIO CASTAÑO VELEZ, JHON ALEXANDER MONCADA CASTILLO, MIGUEL ANGEL CHAUX  FLOR, BLADIMIR GONZALEZ YAGARI, JOSE ALEXANDER GOMEZ VILLA, JHON FABER VERGARA MANRIQUE, JOSE ROBINSON LONDOÑO, JUAN DAVID TAFUR MARIN,  JUAN ESTEBAN CARDONA PATIÑO, FREDY BILIAN. GALVES MARTINEZ, WILDER FABIAN OSPINA CARDONA, WILDERMAN CARDONA TANGARIFE, JOSE MIGUEL HERRERA OTALVARO, JUAN DANIEL MEDINA VERU, JUAN DANIEL CASTAÑO ARENAS, STIDUAR ALEJANDRO PATIÑO LOPEZ, LUIS ADRIAN ARBOLEDA MORALES, CRISTIAN DAVID OSORIO GONZALEZ, CAMILO EDUARDO BETANCUR CANO, BRESMAN STIVEN GOMEZ RENDON, JORGE MARIO PIMIENTA DIAZ, DARWIN ACEVEDO OCAMPO, LUIS ALBERTO VILLOTA RODRIGUEZ, JOVANY MAURICIO GOMEZ CASTAÑO, JOSE MAURICIO MARIN OSPINA, JON JAIRO PATIÑO GONZALEZ, CRISTIAN ANDRES LOPEZ PEREZ, JHON ALEXIS SOTO, BRAYAN STIVEN RESTREPO MARIN, GUSTAVO ADOLFO PAJA LEMUS, JOANI ANDRES GARCIA RIVERA, JORGE ARMANDO GIRALDO DE JANON, JESUS ARNOBIS VARGAS HERNAÑDEZ, CARLOS ALBERTO RENDON LOAIZA, EDIER DUVAN GARCIA CORREA, JHON JAIRO GAÑAN BUENO, WILLIAM DAVID CASTILLO CRUZ, JUAN DAVID IDARRAGA CORREA, JOSE ORLANDO CARDONA RAMIREZ, BRAYAN ROMERO ZAMBRANO, JHOAN ANDRES LOPEZ GOMEZ, HECTOR FABIO HEWIT SALAZAR, JOSE EUCLIDES MARTINEZ SOTO, CARLOS HERNANDO RENDON OSPINA Y WILFREDO GAVIRIA MARIN.

En lo tocante al derecho a la dignidad humana, la Sala considera que cualquier persona está legitimada para exigir de la autoridad el cumplimiento de las obligaciones del Estado en relación con las personas privadas de la libertad, sujetos de especial protección constitucional, la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda está legitimada para haber interpuesto la presente acción de tutela y la  razón principal para convalidar la legitimación por activa consiste en que, como lo ha reconocido la jurisprudencia de la Corte Constitucional, “la valoración del juez de tutela debe ser más comprensible y flexible cuando la legitimación por activa se examina en cabeza de un ciudadano que, por regla general, tiene suspendidos sus derechos fundamentales de libertad o locomoción, por ejemplo, y otros tantos más, como la intimidad o la unidad familiar, los preserva con carácter limitado”, como sucede, por supuesto, con las personas privadas de la libertad en establecimientos carcelarios, quienes se encentran en situación de debilidad manifiesta.   (…)   Así que, en suma: i) a la acción constitucional acuden agentes del Ministerio Público expresamente facultados para ello mediante acto administrativo; ii) se defienden derechos de sujetos de especial protección constitucional, como las personas recluidas en centros penitenciarios; iii) los derechos fundamentales presuntamente vulnerados tienen, como se profundizará, una conexión estrecha con la dignidad humana, y estamos ante una lesión de estos que se muestra como grave; (…). Todo ello permite flexibilizar el requisito de legitimación por activa y, en este caso concreto, tenerlo por acreditado.”  (Sentencia T-267 de 2018)
Por lo anterior, esta Sala concluye que los abogados Andrés Mauricio Agudelo Gómez, Alejandro Sánchez Arias, Margarita María Serna Álzate y Miguel Ángel Urrea Soto estaban legitimados para actuar como agentes oficiosos de antes mencionados y en tal sentido, no era necesario que hubiera presentado el poder por parte de los agenciados.

6.4. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
Corresponde a esta Sala determinar si la decisión tomada en primera instancia se ajustó a los lineamientos legales y constitucionales o si por el contrario, hay lugar a revocarla, tal como lo indicaron los impugnantes.
6.5. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  

Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada.  La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así:  “… también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 

6.6. Derechos de las personas privadas de la libertad, de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte al declarar el estado de cosas inconstitucional en el sistema penitenciario y carcelario en la sentencia T-388 de 2013, razonó esta Corte: “Las personas privadas de la libertad enfrentan una tensión sobre sus derechos, dada la doble condición que tienen. Son acusados de ser criminales, o han sido condenados por serlo, y en tal medida, se justifica la limitación de sus derechos fundamentales, comenzando por la libertad. Sin embargo, teniendo en cuenta, a la vez la relación de sujeción en que se encuentran las personas privadas de la libertad, surgen razones y motivos para que se les protejan especialmente sus derechos. Esta tensión constitucional que surge entre ser objeto de especiales restricciones sobre sus derechos fundamentales y, a la vez, ser objeto de especiales protecciones sobre sus derechos fundamentales, lleva a actitudes y políticas contradictorias. Una política criminal y carcelaria respetuosa de la dignidad humana, debe lograr un adecuado balance entre una y otra condición que se reúnen en las personas privadas de la libertad.”
6.7. Y en la Sentencia T-151 de 2016 la Corte Constitucional señaló lo siguiente con respecto a los derechos de las personas privadas de la libertad:

“… Por ello, aunque el ejercicio excepcional del poder punitivo del Estado lleve en algunos eventos implícita la restricción del derecho a la libertad personal,  existen derechos que no pueden ser restringidos a los reclusos y respecto de los cuales surge para el Estado una posición de garante de la cual se derivan concretas y exigibles deberes de respeto, garantía y protección, vr gratia, el derecho a la vida, integridad personal, a la salud y a no ser sometido a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes.
Este deber de garantía de ciertos derechos existe desde el momento mismo en que la persona queda sometida a la privación de la libertad por orden de autoridad o flagrancia, sin importar la posición que tenga el interno respecto de la actuación penal: sindicado, imputado, enjuiciado o condenado. En este sentido la jurisprudencia constitucional ha indicado que los derechos a la vida, a la integridad personal y a la salud, permanecen intactos y no pueden resultar afectados ni en mínima parte a lo largo del período de detención cautelar ni durante el tiempo necesario para el pago de la pena impuesta; “De ello se hace responsable el Estado desde el momento mismo de la captura o entrega del detenido o condenado y hasta el instante en que readquiera su libertad”
.
Para que ello sea así, las entidades que hacen parte del Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario
 deben respetar los derechos de la población reclusa y generar condiciones de privación de la libertad acordes con los requerimientos mínimos para cumplir las medidas impuestas
.” 
6.8.  En dicha sentencia (T-151 de 2016), la Corte Constitucional sintetizó lo siguiente:

“(…) 1- La medida de detención preventiva puede cumplirse en cárceles para detención preventiva a cargo de las entidades territoriales, en un centro de detención preventiva anexos a ciudadelas judiciales, o en pabellones para detención preventiva en un establecimiento penitenciario para condenados, cuando así lo ameriten razones de seguridad, separados de las demás secciones de estos establecimientos. 

2- El lugar de detención preventiva será fijado por el juez competente y el establecimiento para cumplir la condena privativa de la libertad será determinado por la Dirección del INPEC.

3- La detención de una persona en Unidad de Reacción Inmediata (URI) o unidad similar, nunca puede superar las treinta y seis (36) horas, y de conformidad con el artículo 17 de la Ley 65 de 1993 debe cumplir con unas condiciones mínimas, fijadas teniendo en cuenta que se trata de lugares destinados a la reclusión de los internos por un periodo muy corto: separación entre hombres y mujeres, ventilación y luz solar suficientes, separación de los menores de edad y acceso a baterías sanitarias suficientes; pero además las instalaciones deben ofrecer condiciones que garanticen un trato digno y humanitario a los detenidos que se encuentren transitoriamente allí, tales como alimentación oportuna y adecuada en cantidad y calidad, higiene, entornos de salubridad y seguridad, y atención médica oportuna, integral y por personal médico idóneo, ya sea a través del régimen subsidiado o contributivo. Aunque no son establecimientos de detención preventiva o penitenciarios, en virtud de la relación de sujeción especial de los internos y la posición de garante que asumen las autoridades, existe la obligación estatal de proporcionar los servicios de atención integral en salud que requieran las personas durante el breve periodo que permanezcan allí. Brindar la alimentación adecuada en éstos lugares corresponde a la USPEC. 

4- Corresponde al INPEC la ejecución de las medidas de aseguramiento y penas que impliquen la privación de la libertad, es responsable de efectuar la afiliación y de realizar oportunamente los traslados necesarios para la prestación del servicio de salud. Igualmente le corresponde al INPEC trasladar a los presos de un establecimiento de reclusión a otro, cuando así se determine por la Dirección del INPEC. 

5- La USPEC es la entidad encargada de la alimentación de las personas privadas de la libertad. La provisión alimentaria podrá ser por administración directa o garantizada mediante contratos con particulares y no puede suspenderse o limitarse como medida disciplinaria. Los alimentos deben ser de tal calidad y cantidad que aseguren la suficiente y balanceada nutrición de las personas privadas de la libertad. La alimentación debe ser suministrada en buenas condiciones de higiene y presentación.

6- La misma Unidad USPEC tiene la función de designar la entidad prestadora de salud a través de la cual se brinde el servicio médico a la población reclusa a cargo del INPEC, garantizar la calidad del servicio prestado y acondicionar las instalaciones de los centros de reclusión de modo que ofrezcan las condiciones mínimas que permitan la atención médica integral y oportuna a los reclusos.

(…)  8- Las entidades territoriales están a cargo de establecimientos de detención preventiva y de los centros de detención transitoria, a ellas les corresponde crearlos, brindar la alimentación adecuada, garantizar el aseguramiento en salud de sus internos y que existan condiciones dignas de reclusión. Igualmente, de acuerdo al parágrafo del artículo 28A de la Ley 65 de 1993, corresponde a las Entidades Territoriales (entre ellas al Distrito Capital) adecuar las celdas para la detención transitoria en las Unidades de Reacción Inmediata o unidades similares, a las condiciones mínimas señaladas en esa norma: celdas con ventilación y luz suficiente, que permitan la privación de la libertad en espacios separados de hombres y mujeres, adultos y menores de edad, y con baterías sanitarias adecuadas y suficientes para la capacidad de la Unidad de detención transitoria”.  (Subrayas nuestras)
6.9. El Artículo 304 de la Ley 906 de 2004 señala que:
“Cuando el capturado deba privarse de la libertad, una vez se imponga la medida de aseguramiento o la sentencia condenatoria, el funcionario judicial a cuyas órdenes se encuentre lo entregará inmediatamente en custodia al INPEC o a la autoridad del establecimiento de reclusión que corresponda, para efectuar el ingreso y registro al Sistema Penitenciario y Carcelario. Antes de los momentos procesales indicados el capturado estará bajo la responsabilidad del organismo que efectuó la aprehensión.

La remisión expresará el motivo, la fecha y la hora de la captura.

En caso de que el capturado haya sido conducido a un establecimiento carcelario sin la orden correspondiente, el director la solicitará al funcionario que ordenó su captura. Si transcurridas treinta y seis (36) horas desde el momento de la captura no se ha satisfecho este requisito, será puesto inmediatamente en libertad.

De igual forma deberá cumplirse con carácter inmediato la comunicación al funcionario judicial cuando por cualquier motivo pierda vigencia la privación de la libertad, so pena de incurrir en las sanciones previstas en la ley.

La custodia referida incluye los traslados, remisiones, desarrollo de audiencias y demás diligencias judiciales a que haya lugar.

PARÁGRAFO. El Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, INPEC, ordenará el traslado de cualquier imputado afectado con medida de aseguramiento, consistente en detención preventiva, cuando así lo aconsejen razones de seguridad nacional, orden público, seguridad penitenciaria, descongestión carcelaria, prevención de actividades delincuenciales, intentos de fuga, o seguridad del detenido o de cualquier otro interno.

En estos eventos, el Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC, informará del traslado al Juez de Control de Garantías y al Juez de Conocimiento cuando este hubiere adquirido competencia. El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC– está obligado a garantizar la comparecencia del imputado o acusado ante el Juez que lo requiera, mediante su traslado físico o medios electrónicos.”
6.10. Por su parte, el artículo 35 de la Ley 65 de 1993, dispone lo siguiente: “ARTICULO 35. EJECUCION DE LA DETENCION Y DE LA PENA. Son funcionarios competentes para hacer efectiva las providencias judiciales sobre privación de la libertad en los centros de reclusión, el Director General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, los Directores Regionales y los directores de los establecimientos enunciados en el Titulo II.”
6.11.   Así las cosas, en el caso bajo estudio, la Sala observa que la permanencia de los agenciados  en el Comando de Policía Metropolitana de Pereira, en la UPPV  y en el Comando de la Policía de Dosquebradas era temporal y en ese sentido, las entidades accionadas debieron haber evitado que los mismos mantuvieran confinados en lugares carentes de todos los elementos mínimos que deben existir para garantizar una reclusión en condiciones dignas, toda vez que de las fotografías allegadas con las demandas de tutela, se puede concluir que tales locaciones no tienen las condiciones materiales y funcionales adecuadas, además de los períodos prolongados que llevan allí, a sabiendas que la detención era transitoria, pues no podía superar superar las treinta y seis (36) horas, conforme al artículo 21 de la Ley 1709 de 2014, que adicionó el artículo 28A a la Ley 65 de 1993; lapso fijado con base en el artículo 28 de la Constitución, porque es el máximo permitido para legalizar la captura, pues a partir de esta actuación las personas afectadas con detención preventiva o capturados a efecto de cumplir una pena deben quedar a disposición del funcionario judicial de conocimiento o del juez de control de garantías bajo la custodia del INPEC y en un establecimiento carcelario o penitenciario, fuera de que los que se encuentran ya condenados, están también compartiendo tales espacios, que como se advirtió, no son  aptos para ser utilizados como establecimientos de reclusión.
6.12. No puede esta Sala desconocer el problema de hacinamiento que presentan todas las cárceles del país y en especial el centro carcelario de Pereira y que por tal motivo, esa  una situación produjo la imposibilidad de que en el EPMSC de Pereira se recibieran los reclusos o que por parte del INPEC se tramitaran los traslados de los internos a los establecimientos carcelarios donde deben cumplir sus penas o donde deben permanecer por las medidas de detención preventivas impuestas; sin embargo, tales actuaciones constituyen una violación del principio de dignidad humana de los accionantes, al obligarlos a mantenerse en lugares inapropiados.  

6.13. El hecho de que los agenciados estén soportando una medida que restringe su libertad por cuanto son investigados penalmente o sean procesados en razón de su comportamiento ilícito, tal sometimiento a la justicia no les quita su calidad de sujetos activos de derechos, pues si bien es cierto algunas de sus garantías deben ser limitadas o suspendidas, también lo es que gozan del ejercicio de presupuestos fundamentales básicos en forma plena, como la vida, la salud, la integridad física y la dignidad humana.
6.14.  La  Corte Constitucional ha reiterado el “estado de Cosas Inconstitucionales en la Política Criminal y el Centro Penitenciario y Carcelario” y  en la Sentencia T-765 de 2015 fijó un estándar constitucional mínimo de política criminal respetuosa de los Derechos Humanos  en los que indica lo siguiente: 

“El cumplimiento de las obligaciones de respeto, protección y garantía de los derechos humanos, es imprescindible en un Estado Social de Derecho, fundado en la dignidad humana, como lo es el colombiano. Por ello, “los derechos fundamentales de las personas privadas de la libertad sin protección jurídica que no están sometidas a debate en una democracia; deben ser respetados.”

“En esa medida la política criminal, en general, y el sistema penitenciario y carcelario, en particular, deben garantizar como mínimo unas condiciones de subsistencia digna y humana a todos los reclusos en todo el territorio nacional, de acuerdo con las cuales se deberá asegurar: 

Que los horarios de alimentación y ducha se ajusten a los del común de la sociedad, y se ponga a disposición de los internos agua potable en la cantidad y frecuencia por ellos requerida; 

Que los alimentos que se proporcionen estén en óptimas condiciones de conservación, preparación y nutrición; 

Que el sistema sanitario, las tuberías de desagüe, baños y duchas estén en condiciones adecuadas de calidad y cantidad para atender al número de personas recluidas en cada establecimiento; igualmente se deberá entregar a los reclusos una dotación de implementos de aseo mensualmente; 

Que el servicio médico esté disponible de manera continua y cuente con medicinas, equipos y personal idóneos para atender los requerimientos de la población carcelaria; 

Que los servicios de aseo e higiene de las instalaciones se amplíen y fortalezcan en procura de evitar enfermedades, contagios e infecciones; 

Que se entregue a cada persona, especialmente a quienes no tienen celda para su descanso, una dotación de colchón, cobija, sábana y almohada, que permita un mejor descanso en un espacio adecuado para ese propósito; 

Que se fomente la creación de espacios de trabajo y estudio, así como de actividades lúdicas y recreativas para las personas recluidas en estos establecimientos.”

Significa lo anterior, que pese del estado de cosas inconstitucionales por el que atraviesa el sistema penitenciario, debe entenderse los estándares descrito  fijados por la Corte Constitucional con el fin de contrarrestar el quebrantamiento del derecho a la dignidad humana  de los reclusos en tanto el estado adopte medidas para superar el estado de cosas inconstitucionales.

6.15. Por lo tanto, se reitera que ante los hechos que generaron la vulneración de los derechos fundamentales de las personas que han permanecido recluidas por un término mayor a 36 horas en la UPPV, en el Comando de Policía de Pereira y en la Estación de Policía de Dosquebradas, y por la necesidad de que reciban un trato digno, era necesario que se adoptaran las medidas encaminadas a que no se utilicen instalaciones distintas a los establecimientos de reclusión habilitados por la ley y autorizados por el INPEC, como sitios de confinamiento de personas afectadas con medidas de detención o condenas a prisión, por tratarse de espacios que no están diseñados para ofrecer las condiciones mínimas para recluir por periodos prolongados a los procesados o condenados. 
6.16.  En relación con las cárceles para la ejecución de la detención preventiva, a cargo de las entidades territoriales, el artículo 17 de la Ley 65 de 1993
, señala que es competencia de los departamentos, municipios, entre otros, el sostenimiento y vigilancia de las cárceles para las personas detenidas preventivamente y condenadas por contravenciones que impliquen privación de la libertad, por orden de autoridad policiva, para lo cual deben proveerse los recursos en los presupuestos de dichos entes territoriales y pueden celebrarse convenios con la Nación a efecto de mejorar la infraestructura y el sostenimiento de los centros de reclusión. Así mismo, los artículos 19
 y 21
 de la Ley 65 de 1993, las cárceles y pabellones de detención preventiva son establecimientos dirigidos exclusivamente a la atención de personas en detención preventiva, que están a cargo de las entidades territoriales. Los departamentos o municipios que carezcan de sus respectivas cárceles, podrán contratar con el INPEC, el recibo de sus presos mediante el acuerdo que se consagrará en las cláusulas contractuales, conviniendo el reconocimiento que los departamentos o municipios hagan del pago de algunos servicios y remuneraciones; y de igual forma, las cárceles municipales podrán recibir presos nacionales en las mismas condiciones en que los centros de reclusión nacionales reciben presos municipales.
 
6.17. Corresponde entonces al INPEC ejercer la inspección y vigilancia de los centros de reclusión de las entidades territoriales
, es decir, que tiene posición de garante en la totalidad de los eventos en los que, en virtud de una orden judicial, una persona deba permanecer privada de la libertad y con respecto a  la USPEC, debe reiterarse que esta entidad al ser creada por el Decreto 4150 de 2011, fue instituida con la finalidad, entre otras, de prestar los servicios requeridos por la población privada de la libertad,  contando con patrimonio propio y autonomía administrativa para desarrollar las funciones
 relacionadas con el respeto a la dignidad humana y el ejercicio de los derechos fundamentales de los detenidos con miras a garantizar su bienestar. Al respecto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Decisión Penal, en sede de tutela dentro del proceso radicado al No. 88915 del 9 de noviembre de 2016, en el que señaló lo siguiente frente a las obligaciones del INPEC y la USPEC del traslado de los internos y del desarrollo e implemento de planes y programas tendientes al adecuado funcionamiento de los centros carcelarios y penitenciarios, respectivamente, de acuerdo a sus funciones y competencias legales y constitucionales:

“(…) Si bien es cierto que, de conformidad con el artículo 17 de la Ley 65 de 1993, es competencia de los departamentos, municipios y áreas metropolitanas, la dirección, organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las cárceles para las personas detenidas preventivamente y condenadas por contravenciones que impliquen privación de la libertad, en todo caso, será el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario quien ejercerá la inspección y vigilancia de las cárceles de las entidades territoriales
, por lo que le asiste una posición de garante en todos los casos en los que, en virtud de una orden judicial, una persona deba permanecer privada de la libertad.

En esas condiciones, no puede el INPEC desatender las obligaciones que le fueron impuestas en el presente fallo, precisamente porque a ella compete disponer del traslado de los internos condenados de un establecimiento a otro, máxime si la situación vulneradora de derechos fundamentales también le es imputable, dada la “irregularidad en la actuación de los servidores públicos encargados de recibir en custodia, ordenar y realizar el traslado de los procesados a los respectivos establecimientos de reclusión, que merece la atención de todos los órganos de control, sino que ocasionó una situación grave de violación del derecho de las personas privadas de la libertad a no recibir tratos inhumanos o degradantes, por las condiciones notoriamente insalubres e indignas en que se encontraban”
. No es procedente, entonces, la desvinculación pretendida.

Lo mismo debe decirse respecto de la pretensión invocada por la USPEC. No es cierto que la providencia impugnada le haya ordenado a esa unidad la custodia y el ingreso de todas las personas que lleven más de 36 horas recluidas en los centros de retención transitoria, función que asignó exclusivamente al INPEC  
(…) 3. Ahora bien, frente al segundo aspecto, esto es, la orden emitida por el Tribunal dirigida a propiciar la intervención de las alcaldías accionadas, el Ministerio de Justicia y la Unidad de Servicios Penitenciarios, en la presentación de un programa de ampliación de infraestructura carcelaria para garantizar la reclusión de los detenidos en condiciones de dignidad, se observa que la misma concuerda con lo señalado por la Corte Constitucional en las Sentencias T-388 de 2013, T-762 de 2015 y T-151 de 2016 sobre la necesidad de que las autoridades nacionales y locales, a través de un esfuerzo coordinado, sostenible y progresivo, respondan de forma eficiente a las problemáticas que han dado lugar al estado de cosas inconstitucional en el sistema carcelario.”

6.18.  Por tal razón y ante la prohibición legal de mantener personas privadas de la libertad en las salas de detención transitorias por períodos superiores a 36 horas, sin afectar las medidas para afrontar el hacinamiento en los centros carcelarios y penitenciarios del INPEC, es que esta Sala concluye que la determinación del A quo se ajustó a los lineamientos legales y constitucionales que propenden la protección de las garantías constitucionales de los internos por permanecer recluidos en instituciones que  carecen de las condiciones mínimas de respeto a la dignidad humana. 
6.19.  Esta Sala no desconoce la problemática nacional en torno al hacinamiento y las deplorables condiciones de salubridad de los centros penitenciarios y carcelarios en todo el país; sin embargo, ante el “estado de cosas inconstitucional” que se vive, declarado además por la Corte Constitucional, no queda otra alternativa que imponerle a la autoridad estatal la carga de solucionar las coyunturas que se presenten en los centros de reclusión permanentes y transitorios, como el caso que nos ocupa.  De tal manera, que se debe resaltar que en el fallo de primer grado se hubiera señalado en el numeral segundo de la providencia que a los agenciados se trasladaran a los establecimientos de reclusión  del orden nacional o distrital en los que en condiciones digna, toda vez que es deber de las autoridades demandadas hacer uso de cualquier alternativa de la que dispongan para materializar el ingreso de los accionantes a un centro carcelario que no necesariamente tiene que ser el de Pereira, porque es imposible su recibimiento. Lo anterior por cuanto fueron confinados en lugares carentes de todos los elementos mínimos que deben existir para garantizar una reclusión en condiciones dignas y que no cumplen con las garantías constitucionales.

6.20.  No obstante quedar acreditado que las instalaciones de los diferentes centros de detención transitorios de los comandos de Policía de Pereira y Dosquebradas y de la UPPV, no son los lugares establecidos por la ley para recluir a personas que deben permanecer privados de la libertad en virtud de una medida de aseguramiento o en cumplimiento de una medida de detención carcelaria, lo cierto es que esta situación también se produjo como efecto del represamiento ocasionado por la renuencia de funcionarios del INPEC en tramitar los traslados de los internos a los establecimientos en los que se ordenó su reclusión.  De tal manera que la orden dada por el A quo en el numeral 3º de la providencia para que el USPEC, el INPEC y las Alcaldías de Pereira, Dosquebradas y Santa Rosa de Cabal  dispongan en un término de cuatro meses las obras busquen y acondicionen un inmueble que cumpla con las condiciones mínimas de subsistencia, no debe ser avalada por esta instancia en el entendido que esa orden no solo es compleja por cuanto se necesita de diseño, implementación evaluación y control  acorde con las exigencias legales y constitucionales sino de disponibilidad presupuestal y ordenación del gasto público. Al respecto, la Corte Constitucional señaló que el juez de tutela no puede ordenar la inclusión presupuestal y la ejecución de una obra pública, pues lo contrario lo convertiría en un ordenador del gasto y en un usurpador de funciones constitucionalmente designadas a otras ramas del poder público, a no ser que se esté frente cumplan las siguientes condiciones
:
 
"En casos de la gravedad señalada, el juez podría emitir ordenes encaminadas a la realización de los procedimientos administrativos necesarios para llevar a cabo la inclusión presupuestal y posteriormente la ejecución de la obra. Para que ello pueda ser admitido como facultad del juez, es también indispensable que dicha ejecución sea el único medio para garantizar la protección de los derechos fundamentales. La argumentación que el peticionario expone en su escrito de impugnación no tiene en cuenta los indicados supuestos necesarios, esto es: a) que la orden judicial dirigida a la administración no sea de resultado sino de medio, es decir que consista en la realización de los trámites necesarios para la ejecución de la obra,  y b) que ello sea el único instrumento para salvaguardar los derechos fundamentales conculcados.
 
4.1. En cuanto al alcance de la orden judicial, la jurisprudencia de la Corte es clara cuando afirma que ésta debe limitarse a dar instrucciones a la autoridad competente para que "lleve a cabo las diligencias necesarias, dentro de la normatividad vigente, con miras a que en la programación posterior del presupuesto se proyecte el recurso necesario para efectuar el gasto y culminar la obra, logrando así la protección razonable y efectiva del derecho" (Sentencia T-185 de 1993)."
 

6.21. De acuerdo a lo acabado de subrayar, el mandato impuesto por el juez de primer nivel en el numeral 3º referido es “de resultado” y desconoce el proceso de asignación y disponibilidad presupuestal, en los términos requeridos para la adjudicación de contratos de obra pública y la exigencia de un diseño de políticas para solucionar problemas de hacinamiento en los centros de reclusión  transitorios, toda vez que esa solución del A quo involucra a distintas ramas y órganos del poder público para que tomen las medidas adecuadas en dirección para conjurar dicha problemática.  En conclusión,  la construcción de una obra pública es muy restringida y en este caso específico, a los agenciados se les protegieron sus derechos fundamentales cuando se dispuso el traslado de  los  mismos a centros carcelarios en cumplimiento a las diferentes órdenes judiciales concernientes a la imposición de medidas de aseguramiento y de detención intramural, y porque para la adecuación de un inmueble para el internamiento transitorio de las personas privadas de la libertad, que en principio no son recibidas en los centros carcelarios, y que cumpla con todas las garantías y condiciones de dignidad, existe otro medio de defensa judicial como lo es una acción popular
, por ser el medio idóneo en el caso de la protección de derechos colectivos
, lo que hace improcedente el amparo constitucional
 por lo que esta Sala revocará el numeral 3º de la providencia estudiada.
6.22.  En lo que tiene que ver con lo dispuesto en el numeral 1º de la sentencia estudiada, en la que se dijo: “TUTELAR los derecho fundamentales  a la Vida Digna, y los derechos de las personas privadas de la libertad en la estación de Policía de Dosquebradas, el Comando de Policía de Pereira y la UPVV de Pereira que prestaron esta acción de tutela.” Esta Sala considera que el juez de primera instancia no se ajustó a lo previsto en el artículo  del Decreto 2591 de 991, que indica el contenido del fallo de tutela, así: 
“Artículo 29: Contenido del fallo. Dentro de los diez días siguientes a la presentación de la solicitud el juez dictará fallo, el cual deberá contener: 
1. La identificación del solicitante. 
2. La identificación del sujeto o sujetos de quien provenga la amenaza o vulneración.  (…)”   (Subrayas propias)
6.23.  Ahora bien, en el trámite dispuesto en el Decreto 2591 de 1991 no consagra la posibilidad de realizar la aclaración, adición o corrección de las decisiones en tutela.  Sin embargo, el artículo 4º del Decreto 306 de 2000 "Por el cual se reglamenta el Decreto 2591 de 1991" establece que para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela se aplicarán los principios generales del Código de Procedimiento Civil, hoy Código General del Proceso. En ese orden de ideas, los artículos 285, 286 y 287, del Código General del Proceso establecen las causales de aclaración, corrección y adición de las providencias, por lo que el juez deberá rechazar de plano las solicitudes que al respecto se funden en argumentos distintos de las señaladas en dichas normas. 

6.24. De acuerdo a lo anterior, esta Sala conforme a lo consagrado en el artículo 286 del CGP
, aclarará que la protección a los derechos fundamentales es para los accionantes: CARLOS ANDRES ARIAS, GIRALDO, JOSE ALDEMAR QUINTERO LONDOÑO, VICTOR ALFONSO LARGO PEREZ, LEONIDAS DE JESUS ABARES VALDES, YOR SEBASTIAN ZAPATA CORTES, JHON FREDY CORTES GOMEZ, JULIO CESAR OCAMPO, MARIO LOPEZ HOYOS. SEBASTIAN MEDINA QUINTERO, JAIME ARTURO ESPINOSA,  ANTONIO VICENTE BEJARANO, JONATAN STIVEN CARDONA REYES, EDUARD FARID MANRIQUE GOMEZ, JOSE ANGEL FERNANDEZ QUICENO, BRAYAN STIVEN. SERNA, JORGE GARCIA OSPINA, RUBELIO ALBERTO RAMIREZ MARTINEZ, JHONS ANDRES MONTENEGRO GARCIA, JUAN CARLOS RONCANCIO MORALES, RAUL SOLARTE CELIS, CRISTIAN DAVID ARANGO TANGARIFE, LUIS BERNARDO SIERRA SAAVEDRA, DEIBER GIOVANY SALAZAR TAMAYO, JOSE MAURICIO MARIN OSPINA, JHON ARLEY RESTREPO PANESO, HERNAN ANTONIO SANCHEZ SANCHEZ, JHON ALEXANDER HENAO RAMOS, MUCHAEL ANGELO TASCON GOMEZ, NILSON ALEJANDRO DIAZ VALENCA, JORGE MARIO CASTAÑO VELEZ, JHON ALEXANDER MONCADA CASTILLO, MIGUEL ANGEL CHAUX  FLOR, BLADIMIR GONZALEZ YAGARI, JOSE ALEXANDER GOMEZ VILLA, JHON FABER VERGARA MANRIQUE, JOSE ROBINSON LONDOÑO, JUAN DAVID TAFUR MARIN,  JUAN ESTEBAN CARDONA PATIÑO, FREDY BILIAN. GALVES MARTINEZ, WILDER FABIAN OSPINA CARDONA, WILDERMAN CARDONA TANGARIFE, JOSE MIGUEL HERRERA OTALVARO, JUAN DANIEL MEDINA VERU, JUAN DANIEL CASTAÑO ARENAS, STIDUAR ALEJANDRO PATIÑO LOPEZ, LUIS ADRIAN ARBOLEDA MORALES, CRISTIAN DAVID OSORIO GONZALEZ, CAMILO EDUARDO BETANCUR CANO, BRESMAN STIVEN GOMEZ RENDON, JORGE MARIO PIMIENTA DIAZ, DARWIN ACEVEDO OCAMPO, LUIS ALBERTO VILLOTA RODRIGUEZ, JOVANY MAURICIO GOMEZ CASTAÑO, JOSE MAURICIO MARIN OSPINA, JON JAIRO PATIÑO GONZALEZ, CRISTIAN ANDRES LOPEZ PEREZ, JHON ALEXIS SOTO, BRAYAN STIVEN RESTREPO MARIN, GUSTAVO ADOLFO PAJA LEMUS, JOANI ANDRES GARCIA RIVERA, JORGE ARMANDO GIRALDO DE JANON, JESUS ARNOBIS VARGAS HERNAÑDEZ, CARLOS ALBERTO RENDON LOAIZA, EDIER DUVAN GARCIA CORREA, JHON JAIRO GAÑAN BUENO, WILLIAM DAVID CASTILLO CRUZ, JUAN DAVID IDARRAGA CORREA, JOSE ORLANDO CARDONA RAMIREZ, BRAYAN ROMERO ZAMBRANO, JHOAN ANDRES LOPEZ GOMEZ, HECTOR FABIO HEWIT SALAZAR, JOSE EUCLIDES MARTINEZ SOTO, CARLOS HERNANDO RENDON OSPINA Y WILFREDO GAVIRIA MARIN.
Por lo discurrido, se confirmará parcialmente la decisión de primera instancia.
DECISIÓN
Con base en las anteriores consideraciones, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la decisión proferida el fallo del 26 de julio de 2019 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dentro de la acción de tutela instaurada por la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, representada por los abogados Andrés Mauricio Agudelo Gómez, Alejandro Sánchez Arias, Margarita María Serna Álzate y Miguel Ángel Urrea Soto.

SEGUNDO: ACLARAR el numeral 1º de la sentencia  del 26 de julio de 2019 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad en el entendido que la protección a los derechos fundamentales es para los accionantes: CARLOS ANDRES ARIAS, GIRALDO, JOSE ALDEMAR QUINTERO LONDOÑO, VICTOR ALFONSO LARGO PEREZ, LEONIDAS DE JESUS ABARES VALDES, YOR SEBASTIAN ZAPATA CORTES, JHON FREDY CORTES GOMEZ, JULIO CESAR OCAMPO, MARIO LOPEZ HOYOS. SEBASTIAN MEDINA QUINTERO, JAIME ARTURO ESPINOSA,  ANTONIO VICENTE BEJARANO, JONATAN STIVEN CARDONA REYES, EDUARD FARID MANRIQUE GOMEZ, JOSE ANGEL FERNANDEZ QUICENO, BRAYAN STIVEN. SERNA, JORGE GARCIA OSPINA, RUBELIO ALBERTO RAMIREZ MARTINEZ, JHONS ANDRES MONTENEGRO GARCIA, JUAN CARLOS RONCANCIO MORALES, RAUL SOLARTE CELIS, CRISTIAN DAVID ARANGO TANGARIFE, LUIS BERNARDO SIERRA SAAVEDRA, DEIBER GIOVANY SALAZAR TAMAYO, JOSE MAURICIO MARIN OSPINA, JHON ARLEY RESTREPO PANESO, HERNAN ANTONIO SANCHEZ SANCHEZ, JHON ALEXANDER HENAO RAMOS, MUCHAEL ANGELO TASCON GOMEZ, NILSON ALEJANDRO DIAZ VALENCA, JORGE MARIO CASTAÑO VELEZ, JHON ALEXANDER MONCADA CASTILLO, MIGUEL ANGEL CHAUX  FLOR, BLADIMIR GONZALEZ YAGARI, JOSE ALEXANDER GOMEZ VILLA, JHON FABER VERGARA MANRIQUE, JOSE ROBINSON LONDOÑO, JUAN DAVID TAFUR MARIN,  JUAN ESTEBAN CARDONA PATIÑO, FREDY BILIAN. GALVES MARTINEZ, WILDER FABIAN OSPINA CARDONA, WILDERMAN CARDONA TANGARIFE, JOSE MIGUEL HERRERA OTALVARO, JUAN DANIEL MEDINA VERU, JUAN DANIEL CASTAÑO ARENAS, STIDUAR ALEJANDRO PATIÑO LOPEZ, LUIS ADRIAN ARBOLEDA MORALES, CRISTIAN DAVID OSORIO GONZALEZ, CAMILO EDUARDO BETANCUR CANO, BRESMAN STIVEN GOMEZ RENDON, JORGE MARIO PIMIENTA DIAZ, DARWIN ACEVEDO OCAMPO, LUIS ALBERTO VILLOTA RODRIGUEZ, JOVANY MAURICIO GOMEZ CASTAÑO, JOSE MAURICIO MARIN OSPINA, JON JAIRO PATIÑO GONZALEZ, CRISTIAN ANDRES LOPEZ PEREZ, JHON ALEXIS SOTO, BRAYAN STIVEN RESTREPO MARIN, GUSTAVO ADOLFO PAJA LEMUS, JOANI ANDRES GARCIA RIVERA, JORGE ARMANDO GIRALDO DE JANON, JESUS ARNOBIS VARGAS HERNAÑDEZ, CARLOS ALBERTO RENDON LOAIZA, EDIER DUVAN GARCIA CORREA, JHON JAIRO GAÑAN BUENO, WILLIAM DAVID CASTILLO CRUZ, JUAN DAVID IDARRAGA CORREA, JOSE ORLANDO CARDONA RAMIREZ, BRAYAN ROMERO ZAMBRANO, JHOAN ANDRES LOPEZ GOMEZ, HECTOR FABIO HEWIT SALAZAR, JOSE EUCLIDES MARTINEZ SOTO, CARLOS HERNANDO RENDON OSPINA Y WILFREDO GAVIRIA MARIN.

TERCERO: REVOCAR el numeral 3º de la sentencia  del 26 de julio de 2019 emitida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira por ser improcedente ante la existencia de otro mecanismo judicial de defensa, como lo es la acción popular que es el medio idóneo en el caso de la protección de derechos colectivos.
CUARTO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Mediante auto del 13 de septiembre de 2019, resolvió: “DECLARAR LA NULIDAD de lo actuado dentro de este trámite de tutela adelantado por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad a partir del fallo emitido el 26 de julio de  2019 a efectos de que se proceda a notificar dicha decisión en debida a la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÒN, LA DIRECCIÓN SECCIONAL DE LA RAMA JUDICIAL DE PEREIRA , LA PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN y EL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, las cuales fueron vinculadas a la Litis, conforme a lo argumentado esta providencia”. (Folios 177-185)


� Entre otros la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art.1.1), Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales (arts. 1, 2 y 3), Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 2 y 3).


� Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Escué Zapata Vs. Colombia, sentencia de 4 de julio de 2007, caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia, sentencia de 11 de mayo de 2007, caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia, sentencia de 25 de noviembre de 2006, caso Gutiérrez Soler Vs. Colombia, sentencia del 12 de septiembre de 2005, entre otras.


� Es el caso de la Entidades Promotoras de Salud (EPS) y de las Instituciones Prestadoras del Servicio de Salud  (IPS) a quienes el Estado colombiano ha autorizado para actuar como actores del Sistema General de Seguridad Social en Salud y que por ende, de una parte, éstas aunque de forma indirecta deben estar comprometidas con el cumplimiento de las obligaciones generales de naturaleza internacional y por la otra, las autoridades encargadas de la inspección, vigilancia y control del Sistema deben maximizar su control a efectos de prevenir que la omisión de una de esas entidades en la prestación de los servicios de salud o la imp� Entre otros la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art.1.1), Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales (arts. 1, 2 y 3), Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 2 y 3).


� Decreto 2591 de 1991, artículo 10.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 31.


� Decreto 2591 de 1991, artículos 46 a 51.


� Corte Constitucional. Sentencia T -254 de 1993 


� “habiendo sido prohibida en el sistema colombiano la pena de muerte (art. 11 C.P.) y estando proscrita toda clase de castigos que impliquen tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes (art. 12 C.P.), los derechos a la vida, a la integridad personal y a la salud, en conexión con aquéllos, permanecen intactos. Es decir, no pueden resultar afectados ni en mínima parte durante el tiempo necesario para el pago de la pena impuesta o a lo largo del período de detención cautelar. De ello se hace responsable el Estado desde el momento mismo de la captura o entrega del detenido o condenado y hasta el instante en que readquiera su libertad.” Corte Constitucional, sentencia T-535-98


� Ley 1709 de 2014, artículo 7, que modificó el artículo 15 de la Ley 65 de 1993.


� En este sentido el artículo 4 de la Ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 5 de la Ley 65 de 1993, prevé que: “En los establecimientos de reclusión prevalecerá el respeto a la dignidad humana, a las garantías constitucionales y a los Derechos Humanos universalmente reconocidos. Se prohíbe toda forma de violencia síquica, física o moral.


Las restricciones impuestas a las personas privadas de la libertad estarán limitadas a un estricto criterio de necesidad y deben ser propor�cionales a los objetivos legítimos para los que se han impuesto.


Lo carencia de recursos no podrá justificar que las condiciones de reclusión vulneren los derechos fundamentales de las personas privadas de la libertad.”


� Corresponde a los departamentos, municipios, áreas metropolitanas y al Distrito Capital de Santafé de Bogotá, la creación, fusión o supresión, dirección, organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las cárceles para las personas detenidas preventivamente y condenadas por contravenciones que impliquen privación de la libertad, por orden de autoridad policiva. Mientras se expide la ley que atribuya a las autoridades judiciales el conocimiento de los hechos punibles sancionables actualmente con pena de arresto por las autoridades de policía, éstas continuarán conociendo de los mismos. Los castigados por contravenciones serán alojados en pabellones especiales. El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario ejercerá la inspección y vigilancia de las cárceles de las entidades territoriales.


En los presupuestos municipales y departamentales, se incluirán las partidas necesarias para los gastos de sus cárceles, como pagos de empleados, raciones de presos, vigilancia de los mismos, gastos de remisiones y viáticos, materiales y suministros, compra de equipos y demás servicios. Los gobernadores y alcaldes respectivamente, se abstendrán de aprobar o sancionar según el caso, los presupuestos departamentales y municipales que no llenen los requisitos señalados en este artículo. La Nación y las entidades territoriales podrán celebrar convenios de integración de servicios, para el mejoramiento de la infraestructura y el sostenimiento de los centros de reclusión de sistema penitenciario y carcelario.


� “Los departamentos o municipios que carezcan de sus respectivas cárceles, podrán contratar con el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, el recibo de sus presos mediante el acuerdo que se consagrará en las cláusulas contractuales, conviniendo el reconocimiento que los departamentos o municipios hagan del pago de los siguientes servicios y remuneraciones (…)”


� <Artículo modificado por el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014.html" \l "12" �12� de la Ley 1709 de 2014. El nuevo texto es el siguiente:> Las cárceles y pabellones de detención preventiva son establecimientos con un régimen de reclusión cerrado. Estos establecimientos están dirigidos exclusivamente a la atención de personas en detención preventiva en los términos del artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0065_1993.html" \l "17" �17� de la Ley 65 de 1993, los cuales están a cargo de las entidades territoriales.


Podrán existir pabellones para detención preventiva en un establecimiento penitenciario para condenados, cuando así lo ameriten razones de seguridad, siempre y cuando estos se encuentren separados adecuadamente de las demás secciones de dicho complejo y de las personas condenadas.


<Ver Notas del Editor> Las entidades territoriales, la Fiscalía General de la Nación y el Consejo Superior de la Judicatura podrán realizar las gestiones pertinentes para la construcción con junta de ciudadelas judiciales con un centro de detención preventiva anexos a sus instalaciones, así como articular todo lo necesario para la construcción y el mantenimiento de estos complejos judiciales


� CC T-151/16.


� Decreto 4150 de 2011 (…). Artículo 5: Funciones. La Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios - SPC, cumplirá las siguientes funciones: 1. Coadyuvar en coordinación con el Ministerio de Justicia y del Derecho y el INPEC, en la definición de políticas en materia de infraestructura carcelaria. 2. Desarrollar e implementar planes, programas y proyectos en materia logística y administrativa para el adecuado funcionamiento de los servicios penitenciarios y carcelarios que debe brindar la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios - SPC al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC. 3. Definir, en coordinación con el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC, los lineamientos que en materia de infraestructura se requieran para la gestión penitenciaria y carcelaria. 4. Administrar fondos u otros sistemas de manejo de cuentas que se asignen a la Unidad para el cumplimiento de su objeto. 5. Adelantar las gestiones necesarias para la ejecución de los proyectos de adquisición, suministro y sostenimiento de los recursos físicos, técnicos y tecnológicos y de infraestructura que sean necesarios para la gestión penitenciaria y carcelaria. 6. Elaborar las investigaciones y estudios relacionados con la gestión penitenciaria y carcelaria, en coordinación con el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC y el Ministerio de Justicia y del Derecho y hacer las recomendaciones correspondientes. 7. Promover, negociar, celebrar, administrar y hacer seguimiento a contratos de asociaciones público-privadas o de concesión, o cualquier tipo de contrato que se suscriba que tengan por objeto la construcción, rehabilitación, mantenimiento, operación y prestación de servicios asociados a la infraestructura carcelaria y penitenciaria. 8. Realizar, directamente o contratar con terceros, las funciones de supervisión, interventorías, auditorías y en general, el seguimiento a la ejecución de los contratos de concesión y de las alianzas público-privadas, o de concesión, o cualquier tipo de contrato que se suscriba. 9. Gestionar alianzas y la consecución de recursos de cooperación nacional o internacional, dirigidos al desarrollo de la misión institucional, en coordinación con el Ministerio de Justicia y del Derecho y las autoridades competentes. 10. Asesorar, en lo de su competencia, en materia de gestión penitenciaria y carcelaria. 11. Diseñar e implementar sistemas de seguimiento, monitoreo y evaluación de los planes, programas y proyectos relacionados con el cumplimiento de la misión institucional. 12. Las demás que le correspondan de acuerdo con la naturaleza de la Entidad.


� Sentencia T-151 de 2016


� Ibídem


� Sentencia T-296 de 1998


� Ley 472 de 1998


� La Corte Constitucional definió el derecho colectivo como el “interés que se encuentra en cabeza de un grupo de individuos, lo que excluye motivaciones meramente subjetivas o particulares”. En el mismo sentido indicó, que “los derechos colectivos se caracterizan porque son derechos de solidaridad, no son excluyentes, pertenecen a todos y cada uno de los individuos y no pueden existir sin la cooperación entre la sociedad civil, el Estado y la comunidad internacional. En este sentido los derechos colectivos generan en su ejercicio una doble titularidad, individual y colectiva, que trasciende el ámbito interno” y agregó que el interés colectivo “pertenece a todos y cada uno de los miembros de una colectividad determinada, el cual se concreta a través de su participación activa ante la administración de justicia, en demanda de su protección” (Sentencia T-341 de 2016)


� La acción de tutela es improcedente por cuanto existe otro medio de defensa judicial al alcance del accionante para reclamar lo pretendido y en tal sentido, no se reúne el principio de subsidiaridad, de conformidad con el artículo 6º del artículo del Decreto 2591 de 1991, en el entendido de que la acción de tutea no puede entrar a reemplazar los procedimientos ordinarios de defensa instituidos para reparar posibles agravios a los derechos fundamentales, en la medida en que fue concebido para suplir la ausencia de éstos y no para resquebrajar los ya existentes”. Se ha entendido asimismo que el excepcional mecanismo de amparo no puede entrar a reemplazar los procedimientos ordinarios de defensa instituidos para reparar posibles agravios a los derechos fundamentales, en la medida en que fue concebido para suplir la ausencia de éstos y no para resquebrajar los ya existentes. (Sentencia T- 609 de 2005)


� Artículo 286. Corrección de errores aritméticos y otros. Toda providencia en que se haya incurrido en error puramente aritmético puede ser corregida por el juez que la dictó en cualquier tiempo, de oficio o a solicitud de parte, mediante auto. Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se notificará por aviso. Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error por omisión o cambio de palabras o alteración de estas, siempre que estén contenidas en la parte resolutiva o influyan en ella. 
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